Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 14 y 39 minutos.) 
-Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


-Exposición escrita presentada por el señor Representante Ricardo Planchón, referida a la 
necesidad de pavimentar la Ruta Nacional N* 106. 


-Solicitud de audiencia del Centro Comercial e Industrial de Salto, a los efectos de presentar 
un proyecto. 


Carpeta N* 997/2012 proyecto de ley relativo a vehículos en departamentos fronterizos. Se 
autoriza su circulación a los residentes. Proyecto de ley con exposición de motivos presentado por el 
señor Senador Viera. 


Carpeta N* 1029/2012 llamado a licitación de obras nacionales o binacionales o por 
convenios nacionales o internacionales en aguas jurisdiccionales y territoriales de la República. 
Mantenimiento del pabellón de origen de los buques que intervengan. Proyecto de ley aprobado por 
la Cámara de Representantes. 


SEÑOR MICHELINI.- Formulo moción para que se consulte a los Ministerios de Transporte y Obras 
Públicas y de Relaciones Exteriores. Cuando vengan los informes, los trataremos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece perfecto que se lo enviemos a ambos Ministerios para que den su 
opinión al respecto. 


SEÑOR MICHELINI.- El proyecto que tiene media sanción, ¿está repartido? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Efectivamente, está repartido y solicito a los señores Senadores que estudien 
la Carpeta 1029 sobre el llamado a licitación para obras nacionales o binacionales en aguas 
jurisdiccionales y territoriales de la República, así podremos tratarlo en la próxima sesión ya que tiene 
media sanción de la Cámara de Representantes. 


En la primera sesión del mes de diciembre la Comisión recibirá a representantes del Centro 
Comercial e Industrial de Salto que hablarán sobre el Proyecto Esclusa San Antonio. 


La Comisión ingresa a considerar el Carpeta N* 923/2012, proyecto de ley sobre la 
habilitación del Puerto de Aguas Profundas en la zona de El Palenque. 


Las dos últimas reuniones de la Comisión se suspendieron, pero en la anterior solicité a los 
señores Senadores que estudiaran el informe técnico que analiza los distintos aspectos de esta 
iniciativa y, en cierta medida, refleja la presentación que hizo el equipo interministerial que trabajó el 
tema desde el punto de vista turístico, medioambiental, de la proximidad de centros urbanos, de la 
dinámica costera, etcétera. Quiere decir que se hizo un estudio y valoración sobre cada una de las 
posibles ubicaciones y ningún lugar resultó óptimo en todos los ítems, pero la Comisión debe tomar la 
decisión de si habilitamos el lugar que se propone como puerto de aguas profundas. 


SEÑOR MICHELINI.- Me gustaría saber por qué en la exposición de motivos se dice: “entre las 
progresivas km 236,500 y km 242,000” y no al revés. Quizás este dato no hace a la cosa, pero tengo 
entendido que primero debería ir el kilómetro menor y luego, el otro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En la última sesión repartimos un informe donde se modificaba la forma de 
determinar la ubicación en este artículo único. Dice lo siguiente: “Declárase habilitado el Puerto de 
Aguas Profundas situado en las costas del Océano Atlántico, en la 10 Sección Catastral del 
Departamento de Rocha, en la zona denominada en el Ordenamiento Territorial Departamental como 
Zona entre Cabos, cuyo frente marítimo comprende los balnearios: Mar del Plata, El Palenque y San 
Francisco, entre los puntos con las coordenadas geográficas: 34%32'17” latitud sur - 54%03'38” longitud 
oeste y 3430'39” latitud sur-54%01'39” longitud oeste”. 


Esto abarca tres zonas costeras o balnearios que son los que reunirían una serie de 
condiciones como, por ejemplo, mantener cierta distancia entre centros poblados y turísticos, contar 
con una dinámica costera más favorable, tener una profundidad de aguas de veinte metros cercana a 
la costa y que no impacte en el medio ambiente. 


SEÑOR VIERA.- En el informe proveniente del Ministerio, se habla de avances en el análisis de 
localización. ¿Qué quiere decir esto? Si es un avance da la sensación de que va a haber un informe 
final y que allí se contempla lo que se logró hasta el momento. En ese caso, ¿vamos a tener una nueva 
reunión con los representantes del Ministerio? ¿Nos van a enviar otro material? ¿Cuál es la idea? 
Supongo que habrá un documento final de análisis que tome en cuenta todos los aspectos. 


SEÑOR MICHELINI.- Creemos que no se puede seguir avanzando en la construcción de un puerto sin 
la debida habilitación legislativa, pero nuestra habilitación legal no suprime las habilitaciones que debe 
tener un proyecto de esta naturaleza, sea hecho por el Estado o por un privado. 


SEÑOR VIERA.- No me queda claro si la habilitación sería previa... 


SEÑOR PRESIDENTE.- Estamos habilitando la construcción de un puerto de aguas profundas para 
que se avance en los estudios correspondientes en la zona. Eso fue lo que dijo la delegación cuando 
concurrió a la Comisión. 


El primer paso a dar sería determinar el lugar en base a una serie de estudios y luego habrá 
que hacer toda una parafernalia de estudios que habilitarían su viabilidad y optimización. Como dije, lo 
más importante es determinar el lugar para trabajar mucho más en profundidad en los otros estudios 
que son de normativa, relativos al medio ambiente, al ordenamiento territorial, etcétera. 


SEÑOR VIERA.- Es verdad; pero el proyecto de ley establece: “Declárase habilitado el Puerto de 
Aguas Profundas situado en las costas del Océano Atlántico”, y continúa la redacción. Lo que aquí se 
está diciendo es otra cosa. 


Estamos absolutamente de acuerdo en crear un puerto de aguas profundas; creo que no hay 
dos opiniones al respecto. Ahora bien, las dudas giran en torno a su localización, al medio ambiente, el 
aspecto turístico y los impactos que ello pueda tener. Queremos saber exactamente qué es lo que se 
está habilitando, porque se da una explicación, pero no sobre lo que establece el proyecto de ley. 


SEÑOR MOREIRA.- Todos los aquí presentes estamos de acuerdo con la construcción de un puerto 
de aguas profundas, y las costas de Rocha parecen contar con las características para llevarlo a cabo. 


El punto central aquí es que no estamos solo declarando habilitado un puerto de aguas 
profundas en las costas del Océano Atlántico, sino que estamos habilitando la localización. La 
habilitación de su construcción requiere de una ley. 


He leído el informe y he podido advertir que no contiene los elementos de juicio como para 
que pueda votarlo, porque los informes ambientales alertan sobre impactos muy duros en todo sentido, 
es decir, en el ecosistema marino, en lo terrestre, en la afectación de las rutas y en los sedimentos 
oceánicos. 


Hoy lo estuve leyendo durante varias horas, y por mi experiencia como Intendente 
departamental sé que estos temas ambientales son asuntos muy delicados. 


En la sesión de esta Comisión a la que asistieron el Economista Buonomo y el 
Subsecretario Porto, se dijo que la primera etapa era la que correspondía al data room, que estaría 
terminada en tres o cuatro meses. Estas personas concurrieron a la Comisión de Transporte y Obras 
Públicas el 8 de agosto de este año, quiere decir que ya pasaron más de tres meses desde esa visita. 
Realmente, yo no sé qué pasó con el data room. Ellos iban a llamar a los inversores, a los financistas, 
a los desarrolladores, etcétera. Pero, sinceramente, con esta información no me siento capacitado 
como para votar este proyecto de ley. Veo en el informe realizado por el señor Álvaro Soutullo que esto 
es algo durísimo; en él se establece que es altamente desfavorable, que va a tener impactos. 


En él se dice: “Desde el punto de vista ambiental los puertos constituyen una fuente de 
impactos considerables sobre los ecosistemas marinos y terrestres”. Más adelante, establece: “la 
construcción de un puerto de estas características en la zona costera de Rocha se considera altamente 
desfavorable desde el punto de vista ambiental”. En el documento se hace referencia a los derrames y 
accidentes que pueden haber, a la afectación de las especies amenazadas, etcétera. 


En su opinión, “La Paloma se considera el sitio más apropiado para construcción de un 
puerto de aguas profundas”. Por supuesto que esa es su opinión. 


Con relación a la zona de Puerta del Sol y La Esmeralda, Soutullo sostiene que “la 
construcción y operación de un puerto de aguas profundas” sería “altamente desfavorable”. 


Además, él sostiene que, considerando la batimetría existente, la información de la que se 
dispone es insuficiente. El estudio del oleaje es insuficiente. Por eso, veo que todo lo que está aquí 
parece muy preliminar y también muy insuficiente. 


Entiendo el interés que todos tenemos con relación a la utilidad de un puerto de aguas 
profundas, a lo que esto significa desde el punto de vista estratégico, a sacarnos el problema del 
dragado de los canales con Argentina y todo lo demás, pero el asunto es que estamos habilitando 
expropiaciones en este lugar -creo que eso es lo que viene ahora-, por un monto de US$ 100:000.000. 
¿Y si después de realizar el estudio de impacto ambiental surge que no puede hacerse? 


Hoy estamos habilitando una localización sujeta a una cantidad de condiciones, pero imagino 
que luego de esta etapa vienen las expropiaciones. Por eso, me gustaría recibir nuevamente a los 
representantes del gobierno para que nos digan en qué etapa estamos, en qué se avanzó. Quiero decir 
que, con esta información, no voy a votar el proyecto de ley, porque estamos hablando de impactos 
muy fuertes desde todo punto de vista y, por lo tanto, necesitamos más información. 


Por lo menos, me gustaría que viniera nuevamente la comisión interministerial para 
informarnos acerca de los avances que ha habido, porque ya han pasado más de tres meses. 


Sinceramente, lo que leí aquí me provoca sobresaltos, y no me da ninguna certidumbre de 
que esta sea la localización adecuada. 


Dicen que no hay que ubicarlo del Cabo Polonio hacia el este porque la Laguna Negra deja 
muy poco espacio, y que son solamente cuatro kilómetros. Pero con relación a este otro lugar, también 
se nos hacen prevenciones muy duras, no solamente por parte de Soutullo sino también por otros; él 
no es el único. En este sentido, leí los informes ambientales y, como gobernante departamental, me 
acostumbré a trabajar considerando el medio ambiente y es por eso que tengo prevenciones con 
relación a este tema. 


Recuerden los señores Senadores que en la legislatura pasada estuvimos dos años y medio 
discutiendo la Ley de Ordenamiento Territorial, que es el instrumento que regula este tipo de cosas; 
además, hay que tener en cuenta que las directrices nacionales todavía no están aprobadas y que aún 
estamos con asuntos pendientes de aprobación. 


Sinceramente, en este marco y en este estado, desde ya adelanto que con esta información - 
sin perjuicio de que estoy de acuerdo con el puerto-, que considero insuficiente, no estoy en 
condiciones de votar afirmativamente el proyecto de ley. 


SEÑOR PENADÉS.- Creo que estamos frente a una situación en la que hay que definir qué va 
primero, si el huevo o la gallina, es decir, ¿se necesita la habilitación para proseguir o es necesario 
tener todos los elementos para habilitar? Ese es el debate que debemos tener. 


El numeral 99), del artículo 85 de la Constitución de la República, establece la competencia 
de la Asamblea General para la habilitación de puertos. Ahora bien, cuando uno habla de habilitar, 
¿debe estar en conocimiento de todos los elementos como para tomar una decisión de 
responsabilidad? Si es así -idea a la que me afilio-, creo que sería importante que siguiéramos 
estudiando lo que propone el Poder Ejecutivo. 


Analicemos el tema por el absurdo. Si la Asamblea General habilita un puerto en esta 
ubicación y el Poder Ejecutivo concluye que no debe instalarse allí, ¿mandará otro proyecto de ley para 
habilitar otro puerto a diez kilómetros de ese lugar? Estoy reflexionando en voz alta. 


Ahora bien, quisiera saber qué es lo que le impide al Poder Ejecutivo proseguir con todo lo 
que debe, sin la habilitación correspondiente, porque puede continuar haciendo los estudios 
medioambientales, batimétricos, etcétera, sin habilitación. Cuando culmina los análisis puede concurrir 
a la Comisión para comunicarnos que ya terminó y ahí sí solicitar la habilitación. Si nos enfrascamos en 
esa discusión -personalmente estoy dispuesto a tenerla-, nos pasaremos tratando de determinar qué 
va primero o cuál es la responsabilidad de la Comisión de Transporte y Obras Públicas del Senado al 
tener radicado aquí este proyecto de ley. Pregunto a la bancada de gobierno si existe algún 
inconveniente en volver a convocar a las autoridades para que nos brinden la información necesaria a 
fin de que, tal como señalaba el señor Senador Moreira -que comparto-, una vez que contemos con 
todos los datos, los señores Senadores podamos proceder a votar la habilitación. ¿Hay algo que urge 
a que la habilitación sea otorgada sin tener todos los elementos que confirmen la voluntad del Poder 
Ejecutivo de que el puerto esté radicado ahí y los estudios que hoy se requieren para conocer los 
impactos que, desde todo punto de vista, tendría la ubicación del puerto en la zona en que se solicita la 
autorización pertinente mediante este proyecto de ley? Planteo preguntas, porque no estoy en 
condiciones de hacer afirmaciones, de decir si estoy a favor o en contra. Decir que uno está a favor del 
puerto de aguas profundas es como decir que uno está a favor del bien y en contra del mal. Por 
supuesto que todos estamos a favor del puerto. Ahora bien, no entiendo cómo el Poder Ejecutivo 
solicita una habilitación sin tener todos los elementos previos que confirmen que el puerto debe estar 
ubicado ahí, desde todo punto de vista. 


(Dialogados) 


-En gobiernos anteriores, tuvimos esta discusión en diversas oportunidades, 
fundamentalmente en la época de los Presupuestos. En esa instancia, el Poder Ejecutivo siempre 
remitía una normativa de carácter legal. Recuerdo que en la época del Ministro Cáceres se manejaba 
la posibilidad de radicación de aquel famoso puerto de los malayos y se mandó una solicitud de 
carácter genérico. Pero el problema que tenemos ahora ante esta situación -que es tan legítima como 
la otra-, es que se sabe que va a haber un puerto; en esta situación no se plantea la hipótesis de que 
“podría”, sino que se sabe que se va a instalar. Entonces, los legisladores pretendemos tener la 
información suficiente para poder tomar una decisión, pero me gustaría que me explicaran -sin ningún 
tipo de premeditación ni alevosía, ni maldades- es por qué la bancada de gobierno entiende que, sí o 
sí, se debe dar la habilitación a pesar de que los estudios sobre dónde debe estar radicado el puerto no 
han culminado. 


SEÑOR ROSADILLA.- Creo que el señor Senador Penadés enmarcó bien las preguntas y, por ende, 
también las respuestas que debemos dar. Desde hace muchos años tenemos habilitado el Puerto de 
Montevideo, que comprende una extensión que va desde Punta del Tigre hasta la Escollera. 


Ahora se está pensando en instalar, dentro del área portuaria habilitada, una regasificadora. 
El lugar ya está habilitado. ¿Pero quién se pondrá a hacer los estudios si no hay una habilitación? 
¿Quién hará la inversión para llevarlos adelante si después depende de una decisión política? Aunque 
se demuestre que ambientalmente y desde el punto de vista de las obras existe todo lo requerido para 
construir el puerto, puede ocurrir que después una decisión política no lo habilite. 


SEÑOR PENADÉS.-Lo que el señor Senador pretende decirnos es que el Gobierno urge la habilitación 
porque no se alentaría, si ella no existiese, la posibilidad de que viniesen inversores para encargarse 
de la obra. 


SEÑOR ROSADILLA.- Eventualmente; es lógico. 


SEÑOR PENADÉS.- Ahora bien, hago la pregunta -no a usted señor Senador, sino a la bancada de 
Gobierno- al revés: qué sucede si ese inversor tiene la posibilidad de venir a invertir por la tranquilidad 
que se le brinda de que la habilitación está otorgada. Tengo claro que el Gobierno, a pesar de que 
exista esa habilitación, no va a permitir que el puerto se construya de cualquier manera. 


SEÑOR ROSADILLA.- Es lo que sucede ahora. 


SEÑOR PENADÉS.- Tal cual, pero pregunto si no es una herramienta mucho más fuerte para el 
Gobierno esperar a que se conozcan todos los elementos de la inversión y la seriedad de los estudios, 
para recién luego otorgar la habilitación. 


SEÑOR ROSADILLA.- Quiero recordar que este país ya viene convocando a la construcción de 
puertos de aguas profundas y que para eso requirió habilitaciones desde hace mucho tiempo. No 
empezamos ahora con esto; ya habilitamos en otros períodos. 


SEÑOR PENADÉS.- Nos queda claro. 


SEÑOR ROSADILLA.- ¿Por qué esto se hace así? Porque nadie va a venir a estudiar algo para que 
luego se le diga: “Ah, bueno, ahora está todo fenómeno, ¿pero sabes qué? Por decisión política -que 
puede ser válida-, no va, no hay puerto acá. No importa si están los estudios ambientales, si el 
programa de obras está bien realizado, si la proyección económica rinde”. ¿Quién iba a venir a hacer la 
playa de contenedores si no hubiera estado la habilitación respectiva? ¿Quién iba a venir a un remate 
e invertir? El viernes pasado se inauguraron obras por US$ 200:000.000. ¿Quién ¡iba a invertir si no 
hubiera un puerto habilitado? 


No hay duda de que un puerto genera efectos secundarios negativos -está muy bien lo 
que mencionó el ingeniero Soutuyo-; una vaca es un problema, una oveja es un problema, aunque por 
supuesto todos tienen dimensiones distintas. 


Quiero ser muy claro en que no me opongo a que la Comisión convoque nuevamente a las 
autoridades de Gobierno, pero lo hago a partir de un compromiso: escuchémoslas y, convencidos a 
favor o en contra, procedamos a votar el proyecto de ley porque, como bien dijo el señor Senador 
Moreira, este tema está a estudio desde el 7 u 8 de agosto. 


SEÑOR MOREIRA.- Tampoco se trata de que no hayamos querido votarlo. 
SEÑOR ROSADILLA.- No digo eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esta Comisión no sesionó porque estuvo trabajando la de Presupuesto 
integrada con Hacienda y hubo otras sesiones extraordinarias del Senado. 


SEÑOR ROSADILLA.- No adjudico responsabilidades; señalo que corren los tiempos y que hay temas 
que no pueden seguir esperando. Este puerto no es para el presente Gobierno, sino para el país; con 
suerte se comenzará a construir en el próximo Gobierno. No podemos seguir perdiendo tiempo; hay 
que decir: comencemos. 


Creo que podemos ponernos de acuerdo en convocar a las autoridades y después, con los 
elementos disponibles, proceder a votar. 


SEÑOR MICHELINI.- Entiendo que podemos hacer un trámite diferente al que hemos hecho en todas 
las otras circunstancias porque este puerto es distinto. 


Ahora bien, como en toda construcción de puertos, primero se da la habilitación y quien vaya 
a hacerlo -el Estado o un privado- realiza los estudios. Después, aunque el puerto esté hecho y por 
más habilitación legal que haya, si no consigue las habilitaciones de la Dirección Nacional de 
Bomberos y de la Dirección Nacional de Medio Ambiente, no puede funcionar ni tampoco poner una 
piedra. Por ejemplo, al puerto de M'Bopicuá se le dio la habilitación legal y luego se hicieron todos los 
estudios correspondientes; recién después de todas las habilitaciones se pudo empezar a hacerlo. 


¿Qué ocurrirá si no le damos la habilitación? Lo que va a suceder es que el día que se 
presente el Ministerio correspondiente -es decir, el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente-, con ciertos estudios -no los finales-, se los van a rechazar porque no está habilitado. 
¿Cómo se va a estudiar algo que no está habilitado? Podrán decir que es el mismo Poder Ejecutivo; 
pero no es así. Vamos a poner un ejemplo: en el Puerto de Montevideo se quieren hacer obras y ya 
está habilitado, pero no se pueden hacer si el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente no lo autoriza. Creemos que eso está muy bien. 


SEÑOR ROSADILLA.- Si me permite, señor Senador, quiero agregar un ejemplo. Hay una empresa 
que desde el año 2003 tiene un proyecto pendiente en el puerto de Montevideo y todavía no lo ha 
podido realizar porque no reúne todos los requisitos; siempre hay un elemento que le falta para llevar 
a cabo dicha obra. Tan es así que lleva nueve años intentando radicarse en un puerto que está 
habilitado. 


SEÑOR MICHELINI.- También el Puerto de Nueva Palmira -que el señor Senador conoce bien-, para 
hacer determinadas obras necesita la autorización del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente y está habilitado. Nosotros queremos darle la habilitación desde las dos 
perspectivas: la primera tiene que ver con la decisión política para que el Poder Ejecutivo invierta en 
todos los estudios que se tengan que realizar, y la segunda para que una vez que esos estudios se 
presenten en otras dependencias del Estado para ser chequeados, no sean rechazados porque no 
está habilitado el puerto. Imagínense los señores Senadores que se presentan tres carpetas -de diez 
centímetros cada una de espesor- conteniendo todos los estudios para un puerto; seguramente el 
abogado que recibe la información va a preguntar si tiene habilitación parlamentaria y si no existe, 
aconsejará que se regrese cuando esta exista. Eso no impide que esta Comisión haga un seguimiento 
cada dos o tres meses y que se nos vaya informando sobre los adelantos que se van produciendo. 
Como es un puerto con una dimensión importante -si es que, al final, se concreta- amerita que le 
hagamos un seguimiento permanente. Llegado el caso, si los estudios que se realicen generan 
preocupación -por más que se pudiera sortear al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y 
Medio Ambiente-, siempre puede haber una decisión política, para que el Poder Ejecutivo tome 
recaudos. 


Puedo agregar que si el puente -ese tipo de obras no necesitan habilitación parlamentaria- a 
construir entre Maldonado y Rocha -y sobre el cual se ha hablado mucho en la prensa-, hasta ahora 
no se ha hecho es porque el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, no lo 
habilita. Creemos que está bien, porque ello da cuenta de que las instituciones uruguayas funcionan. 


Las plataformas petroleras -que yo sepa tampoco necesitan habilitación parlamentaria- se 
instalarán si dicha Cartera lo habilita, de lo contrario, no lo podrán hacer; se están tomando todos los 
recaudos correspondientes. 


Entonces, independientemente que se realice la convocatoria, ¿qué más van a decir de lo 
dicho hasta ahora? Estamos a favor de que se habilite que, por otra parte es el trámite que siempre se 
ha realizado. Consiste en lo siguiente: se habilita el puerto y para que se construya tiene que cumplir 
con el resto de la normativa existente; justamente una de ellas es la habilitación parlamentaria. No es la 
única y notoriamente hay otras disposiciones que tienen que estar presentes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tengo entendido que si bien hay estudios sobre los aspectos económicos, de 
carga y otros, esta es una iniciativa público privada, y la solución podrá darse solamente en el marco 
del cumplimiento de todas las normas. De todas formas, creo que estamos de acuerdo en convocar 


una sesión de la Comisión para la semana que viene a efectos de profundizar la discusión y tomar 
resoluciones. No voy a repetir en qué puntos estoy de acuerdo respecto a la lógica con que se 
realizaría esta iniciativa que requiere la habilitación para saber si en ese lugar se podría llevar adelante 
los estudios correspondientes para ver si se puede materializar este proyecto. 


SEÑOR MOREIRA.- Hay dos o tres cosas que creo diferencian a esta situación de otras. No es lo 
mismo habilitar un puerto que hacer obras en uno ya existente. El Puerto de Montevideo tiene más de 
cien años. Habilitar nuevas obras en el Puerto de Montevideo supone contar con las autorizaciones de 
la ANP, de la Intendencia de Montevideo, del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente y en algún caso también se ha requerido la aprobación legislativa, como lo fue el caso de la 
segunda terminal de contenedores. Todo esto en el entendido de que estos procesos deben estar 
rodeados de un marco de garantías para que no se afecten valores esenciales, pero hay situaciones 
diferentes. Un puente no necesita autorización legislativa, pero el que se proyecta sobre la Laguna 
Garzón, ¡vaya si es polémico! Hasta el día de hoy el tema está dando vueltas; ahora Constantini ha 
dicho que no va pagar los cuatro millones que cuesta el proyecto nuevo de Vignoli. Así que vamos a 
ver cómo termina esa historia; es un tema que está empantanado desde hace dos años. He visto 
informes ambientales absolutamente negativos que he estudiado muy bien y por eso conozco el tema. 


Por otro lado, no podemos comparar los diferentes momentos. En el período pasado tuvimos 
una larga y extensa discusión sobre la Ley de Ordenamiento Territorial, que protege especialmente la 
rivera y la franja costera. Además, hay directrices que se están estudiando para dicha franja, de modo 
que no estamos hablando de cualquier parte del territorio, sino de la zona más frágil, que es la franja 
costera. De modo que hoy tenemos una legislación que es absolutamente más rigurosa que la que 
existió cuando se habilitó el 98% de los puertos del Uruguay, incluido el de Punta del Este, Nueva 
Palmira y Paysandú. En ese momento no estaba constituido el Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente y no se había aprobado la ley ambiental, ni la de ordenamiento territorial. 
Hoy las normas son distintas. El artículo Único del proyecto dice: “Declárase habilitado el Puerto de 
Aguas Profundas situado en las costas del Océano Atlántico, Departamento de Rocha, entre las 
progresivas”. Acá no dice que debe estar sujeto a la aprobación del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente y debería decir que está condicionado a su aprobación. 
Entonces, qué grado de responsabilidad tenemos si mañana viene la Dirección de Medio Ambiente y 
hace una evaluación de impacto ambiental negativa. Van a decir: “¿Qué votaron los Legisladores?” Me 
siento responsable de lo que voto y me sentiría un tonto si mañana viniera la Dirección de Medio 
Ambiente y dijera: “Acá, esto no se puede hacer, porque los impactos son muy altos o porque en el 
estudio económico surge que este proyecto es inviable porque nadie pone la plata”. 


SEÑOR ROSADILLA.- Esto ya ha sucedido. Nosotros habilitamos el Puerto de Montevideo y cuando el 
señor Moon quiso hacer un puerto con determinadas características en Punta de Sayago, la Dinama no 
lo habilitó. Después tuvo que hacer otro proyecto. 


SEÑOR MOREIRA.- Se equivocaron, porque al Estado le costó mucha plata. 


SEÑOR ROSADILLA. - No; ese es otro tema. Digo que la Dinama dijo que no. Cómo se liquidaron los 
permisos del proyecto posterior, es otro tema. 


SEÑOR MOREIRA.- Justamente lo que quiero prevenir es que eso no suceda y que, por lo menos, 
legislemos la localización del puerto condicionada a determinadas cosas; eso es lo mínimo que 
debería decir este proyecto de ley. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿Por qué? 
SEÑOR MOREIRA.- Si se aprueba de esta forma es como un cheque en blanco. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No es un cheque en blanco; se hizo un estudio. 


SEÑOR MOREIRA.- Yo leí en el informe que la información es insuficiente porque no se conoce, por 
ejemplo, el tema del oleaje ni el impacto sobre la costa. Se trata de estudios preliminares que se 
realizaron en noventa días y un proyecto de esta envergadura no se puede elaborar en ese tiempo. 


Entiendo la urgencia económica y todo lo demás, pero me parece que por un tema de responsabilidad 
debemos habilitar el puerto en determinado lugar. Si mañana la Dinama señala que este lugar es 
absolutamente inconveniente, nos van a decir: “Ustedes son bobos, ¿por qué dieron la habilitación en 
ese lugar?” Personalmente lo siento así y discrepo con lo que aquí se dijo; necesito los elementos para 
decidir que debe estar localizado de una determinada manera y esta iniciativa no está sujeta a ninguna 
condición cuando, por lo menos por elegancia, debería figurar así en el proyecto de ley. Y, si bien es 
verdad que igual va a estar sujeto a ciertas condiciones, no puedo votar algo sin contar con los 
elementos para hacerlo. 


SEÑOR GALLO.- En lo que a mí respecta hice un razonamiento muy simple que tiene que ver con los 
criterios de habilitación en general y, si bien el tema que estamos tratando refiere al puerto de aguas 
profundas, creo que no escapa a esos criterios generales. Cuando se hace una habilitación, siempre 
hay una habilitación inicial ad referéndum de una habilitación definitiva que está condicionada a que se 
cumplan con absolutamente todas las condiciones que se exigen en cada caso, sea un comercio, una 
empresa o un puerto. 


SEÑOR VIERA.- Si la habilitación es municipal, no es así. 


SEÑOR GALLO.- Anivel municipal se habilita -y el señor Senador tiene que haberlo firmado muchas 
veces- en forma provisoria sujeta a la aprobación definitiva. 


SEÑOR VIERA.- Entonces, pongámoslo provisorio. 
SEÑOR MOREIRA.- Eso sería otra cosa. 


SEÑOR GALLO.- Sigo con el razonamiento, porque creo que lo que se solicita es la habilitación de un 
puerto en una zona y es eso lo que nosotros estaríamos autorizando, pero no quiere decir que demos 
una habilitación definitiva. El Poder Ejecutivo nos solicita la habilitación del puerto en esa zona en 
función de todos estos estudios, que pueden ser preliminares pero sirven como fundamentos para 
hacerlo, en función de la ley, y punto. Después vendrá la profundización de los estudios. Esto permite 
que las empresas que estén interesadas partan de la base de que hay una habilitación para hacer el 
puerto en ese lugar y luego viene el desarrollo del proyecto que debe cumplir con todas las 
condiciones para que haya una habilitación definitiva. Me parece que esto solamente es una 
autorización para poner en marcha, en función de que hay una zona habilitada, los estudios de todos 
los proyectos que se quieran hacer. 


Creo que esa es la lectura -que, por otra parte, es bastante simple- que debemos hacer de 
esta iniciativa. Como dije, de ninguna manera se compromete el proyecto ni la habilitación definitiva, 
solamente es un inicio para que las empresas que estén interesadas puedan comenzar a trabajar 
sobre la base de una ley que autoriza la ubicación de un puerto de aguas profundas en esa localización 
-esta es la seguridad que tiene el empresario- y luego viene la etapa del proyecto y de la autorización 
definitiva, que es una cosa totalmente distinta. 


En ese sentido, no estoy de acuerdo con la opinión vertida por el señor Senador Moreira. 


SEÑOR MICHELINI.- En primer lugar, la ley que aprobó la Terminal de Contenedores, no habilitó un 
puerto. ¡Vamos a no confundirnos! Habilitó un procedimiento para que en ese muelle se instalara una 
construcción de grado monopólico o similar, que se haría a través de un mecanismo de subasta, 
etcétera. ¡No estábamos habilitando un puerto! 


En segundo término, no hay que confundir a la Dinama con el Parlamento, porque este está 
otorgando una habilitación política y la Dinama la hace a nivel técnico, de acuerdo con la ley. A los 
parlamentarios se nos pueden presentar todos los estudios y decir que no queremos su instalación en 
determinado lugar; no tenemos obligación de aceptarlos porque no es a nosotros a quienes nos los 
deben presentar. En cambio, la Dinama debe autorizar o no en función de que los estudios estén bien 
hechos con un grado de factibilidad importante. 


El Poder Ejecutivo quiere construir un puerto en esa zona y para eso se deben realizar los 
estudios correspondientes. Una vez habilitado y cumpliendo con lo que establece la ley, deberá 
presentar los estudios ante los organismos que correspondan, entre ellos, la Dinama. Si la Dinama los 
autoriza, se hará; de lo contrario, no. 


¿Por qué pusimos el ejemplo del Puerto de Montevideo y de Nueva Palmira? Porque son 
puertos habilitados, gracias a la decisión parlamentaria adoptada en su momento. Ahora bien, para 
hacer obras que puedan afectar el medio ambiente, se necesita la habilitación. ¡Acá no estamos 
otorgando la habilitación medioambiental! 


SEÑOR MOREIRA.- ¡Eso está claro! 


SEÑOR MICHELINI.- Reitero: no estamos otorgando la habilitación medioambiental, ni la de 
bomberos, ni la de obra, ninguna de ellas; simplemente, estamos dando una autorización política. 


Si se quiere agregar un artículo 2” que establezca que el Poder Ejecutivo y el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas informarán semestralmente de los avances, estudios, autorizaciones o 
habilitaciones que se hagan al respecto, sin alterar el artículo 1% -no el que está en el proyecto de ley, 
sino el sustitutivo-, no tenemos problema. De todas formas, ese no es el punto. El punto aquí es no 
confundir la habilitación política que debemos otorgar. Siempre se ha hecho así y el Poder Ejecutivo 
sigue la norma. 


(Interrupción del señor Senador Moreira que no se escucha) 


-Se puede cambiar, pero si lo hacemos, luego no se nos podrá decir que el mecanismo 
empleado lo inhabilitará. Podrá votarse o no, pero hasta que no se traiga el proyecto de ley en el que 
se establezca hasta el último ladrillo -por decirlo de alguna manera-, nosotros lo mantendremos 
porque, en definitiva, esta será una decisión del Parlamento. Nuestra intención es adoptar la decisión lo 
más rápido posible. 


Reitero que no tenemos problema en agregar un artículo 2* que exprese que el Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas dará cuenta a la Asamblea General y a las Comisiones de Transporte y 
Obras Públicas respectivas -o lo que se quiera establecer- de los avances, estudios, habilitaciones y 
autorizaciones que se vayan haciendo cada seis meses. No tenemos inconveniente alguno. 


SEÑOR MOREIRA.- No queremos continuar discutiendo toda la tarde sobre el mismo punto, 
simplemente, queremos decir que en el numeral 99) del artículo 85 de la Constitución de la República 
se dice que a la Asamblea General le compete “habilitar puertos”. Acá estamos habilitando un puerto 
en las costas del Océano Atlántico en la 10 Sección Catastral del Departamento de Rocha, es decir, en 
un lugar específico. Aclaro que lo hecho de una determinada manera en el pasado, no significa que 
esté bien; las cosas han cambiado y no podemos comparar los puertos que se habilitaron hace cien 
años con los de ahora, máxime si tenemos en cuenta la evolución que se ha dado a nivel de la 
protección medioambiental, incorporada en el artículo 47 de la Constitución de la República. 


Creo que, desde aquellos tiempos a los actuales, hemos cambiado mucho en el Uruguay en lo 
que refiere a estos valores que son considerados fundamentales por la humanidad. Entonces, cuanto 
más información tengamos, mejor. Si no, podríamos incluir la expresión “sujeto a”. 


A nivel departamental, cuando le damos la viabilidad, lo otorgamos “sujeta a”, es decir, sujeto 
a que lo autorice la Dinama o la autoridad correspondiente, a que tenga viabilidad económica y demás. 


(Intervención del señor Senador Michelini, que no se escucha.) 
Entonces, ¿no podemos cambiar la redacción a este proyecto de ley y establecer “sujeto a”? 


(Intervención del señor Senador Michelini, que no se escucha.) 


¿Qué problema tendrían los inversores en esto? Ellos saben que si no los autorizan no van a 
hacer. 


SEÑOR MICHELINI.- Yo creo que la habilitación no está “sujeta a”. Me parece que puede incluirse un 
artículo 2* en el que se establezca que las obras deberán tener las habilitaciones medioambientales y 
estarán sujetas a la normativa. Es decir, las obras. 


¿Se habilita? ¿Se da la aprobación política o no? Se la damos. Entonces, las obras que van 
a hacerse allí -si es que se hacen algún día- tendrán que cumplir con la normativa, incluir determinados 
números de ley o lo que sea. 


SEÑOR MOREIRA.- Disculpe, señor Senador, pero si yo no leí mal todo este voluminoso informe, acá 
el problema no son solo las obras. ¿Las escolleras están a cinco mil metros, son las offshore o están 
en la costa? No se trata solo del problema de las obras, sino de una cantidad de cosas más que tienen 
que ver con la localización, los efectos sobre la fauna, sobre la flora y demás; reitero, no son solo las 
obras. Se trata del lugar. Repito, es el lugar. Lo que aquí se estuvo discutiendo es dónde. 


Recuerdo que la Subsecretaria del Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente dijo que analizaron toda la costa de Rocha. Luego fueron analizando los lugares y eliminando 
las opciones según las características de la zona; las áreas protegidas fueron descartadas. Sin 
embargo, no quedó muy claro -creo que tampoco es pacífica la situación- que este tenga que ser el 
lugar. Supongamos que este sea el mejor lugar. Reitero, el tema es el lugar y las obras vienen 
después. 


Todos los ambientalistas coinciden en que los efectos de los puertos son poderosos y nocivos 
para muchas cosas, incluso para el turismo. He escuchado a gente de La Pedrera preguntarse cómo 
van a construir un puerto a ocho kilómetros de esa localidad. 


Por un tema de responsabilidad en los tiempos en los que vivimos, quiero más información, y 
me gustaría contar con ella para fundar el voto. Es probable que pueda terminar votando este lugar, y 
que ese sea el mejor. No estoy diciendo que no lo sea; lo que estoy señalando es que carezco de la 
información que me lo acredite, y que los impactos que van a provocarse no serán peores que los 
beneficios que se lograrán. Sin duda, estamos hablando de una obra de gran envergadura. 


Distinta fue la situación cuando se creó el puerto de Nueva Palmira que ¡vaya si tiene 
impactos negativos sobre esa ciudad! Provocó impactos negativos y positivos, de los dos tipos, porque 
los puertos ubicados cerca de las ciudades causan impactos. Y es por esta razón que estoy 
reclamando más información. No estoy diciendo que no, simplemente, estoy pidiendo más información. 


SEÑOR PENADÉS.- Pido disculpas por haberme retirado de Sala, pero tuve que asistir a la Comisión 
de Presupuesto de la que, si me retiraba, quedaba sin número para sesionar. Es consecuencia de esa 
maravillosa coordinación que existe en la convocatoria a Comisiones del Senado. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica.) 


SEÑOR MICHELINI.- No creo que el Ministro pueda agregar mucha información la próxima semana. 
Personalmente, adicionaría un artículo 2* que diga: “Las obras portuarias y de infraestructura que allí 
se localicen deberán contar con todas las habilitaciones y autorizaciones que la normativa vigente 
exige, especialmente las respectivas al medio ambiente”. 


(Se suspende momentáneamente la toma de la versión taquigráfica) 


SEÑOR ROSADILLA.- Creo que tenemos que volver un par de cuadras para atrás. Está claro que la 
discusión está picante, pero no está atravesada por la desconfianza ni se han hecho acusaciones. 
Tenemos diferencias en cuanto a cómo resolver el tema sobre la base común de contar con un puerto 
de aguas profundas en el país. Digo esto para dejar sentados los puntos de acuerdo; de lo contrario, 
parece que tiráramos abajo todo lo que avanzamos. 


En el Uruguay, desde 1964 con el Estudio Harris -que seguramente alguno de los señores 
Senadores lo habrá leído- encomendado a los ingleses y los norteamericanos, cuando se empezó a 
desarrollar la idea de tener un puerto de aguas profundas, se determinó que hay cuatro posibles 
localizaciones en la costa atlántica. El señor Representante Cardozo hablaba extensamente sobre esto 
porque conoce el departamento y, obviamente, no podemos hacer el puerto de aguas profundas en 
Tacuarembó, sino que lo construiremos en Rocha. 


El señor Senador Moreira ha puesto el asunto en su sitio -al principio no le entendí; no digo 
que no haya sido claro-: debemos decidir, de acuerdo con la información brindada, si habilitamos la 
solicitud del Poder Ejecutivo para construir un puerto en ese lugar. 


Aquí no se trata de las obras posteriores. Comprendo la buena voluntad puesta de manifiesto 
por el señor Senador Michelini, pero en este caso sucede algo similar con las resoluciones de la 
Intendencia que dicen: “Se habilita construir en tal zona edificios de diez pisos”. Eso no quiere decir 
que después se construya un edificio de diez pisos, sino de que posteriormente la Intendencia tendrá 
que habilitar los planos. Se trata de que en esa zona se puede hacer ese tipo de construcción, pero 
eso no quiere decir que cualquiera venga a construir. La habilitación es a los efectos de que vengan los 
inversores, hagan los planes de financiación, presenten los proyectos y reúnan a la gente; después, si 
todo funciona, hacen la obra. 


SEÑOR MOREIRA.- Se trata del concepto de ordenamiento del territorio. 
SEÑOR ROSADILLA.- Perfecto. 


Partamos de un acuerdo en este tema del puerto porque, de lo contrario, comienzan a andar 
las diferencias y perdemos los acuerdos. Si bien hoy tenemos mayoría -podría ser más amplia, pero no 
importa- no vamos a usarla para votar algo y después ir a discutir el tema, no entre los siete miembros 
de esta Comisión, sino entre treinta -es decir, multiplicando este lío por cuatro- con gente que quizás se 
sube al final sin demasiado manejo del asunto. Convoquemos a las autoridades, tratemos de lograr un 
acuerdo para mejorar la redacción de modo que nos conforme a todos y pasemos el tema de buena 
manera al Cuerpo. De pronto podemos tener esa instancia la semana próxima y convocar a los 
Ministros; quizás podemos fijar un horario más extenso, considerando que estamos fuera del período 
de sesiones ordinarias del Cuerpo. 


SEÑOR MOREIRA.- Podríamos reunirnos el próximo lunes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí, porque el miércoles el señor Ministro -que no es la Comisión 
Interministerial del Puerto de Aguas Profundas, si bien la integra- está convocado por la Cámara de 
Representantes a una reunión de Comisión General por el tema del Puerto de Aguas Profundas. 


SEÑOR ROSADILLA.- Podemos hacer la convocatoria para otro día. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No tengo problema. 


SEÑOR ROSADILLA.- Entonces, vengamos con nuestras dudas y preocupaciones, tratemos de 
encontrar un texto que, incluso, nos dé garantías y pasemos el tema al Cuerpo avanzando en términos 
de acuerdo. 


(Apoyados) 
SEÑOR PRESIDENTE.- Podríamos reunirnos el lunes o martes de mañana. 


SEÑOR MICHELINI.- Quiero dejar constancia de que nuestra decisión política no estará sujeta a una 
decisión administrativa, sea de medioambiente o de lo que fuera. Son dos cosas distintas: una, es la 
habilitación medioambiental con todo su procedimiento, y otra es la habilitación política para hacer un 
puerto en ese lugar. 


Podemos decidir que se puede hacer en ese sitio si se cumplen todas las condiciones 
fijadas, pero la habilitación no está sujeta a una decisión administrativa, menos tratándose del Poder 
Ejecutivo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si les parece bien, coordino esa reunión para el próximo lunes o martes de 
mañana. 


SEÑOR PENADÉS.- El lunes de mañana no puedo asistir porque tengo reunión de Directorio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En ese caso sería el lunes de tarde o el martes de mañana y el miércoles 21, 
reitero, concurre el señor Ministro a la Cámara de Representantes que lo recibirá en régimen de 
Comisión General por el tema del Puerto de Aguas Profundas. 


(Dialogados) 


-El próximo martes de mañana es el día en que la Comisión tiene mayores posibilidades de 
sesionar. 


(Apoyados) 


Debe quedar claro que nuestra posición es que se necesita una habilitación, lo que no quiere 
decir que se pueda construir, porque no se lo puede hacer si no existen permisos. ¿De dónde se saca 
que en una ley, por una frase habilite otra cantidad de leyes? Busquemos la forma de que esto sea 
viable. Estamos abiertos a escribir dentro de la lógica lo que sea para que se den las garantías 
necesarias. La idea que tenemos es poder empezar a tener las habilitaciones para comenzar con el 
trabajo. 


SEÑOR VIERA.- Estamos hablando de habilitación en una localización. Digo esto porque en cualquier 
habilitación puede quedar pendientes otras, por ejemplo, de carácter medioambiental, pero acá 
estamos hablando de habilitar la localización. Nosotros queremos saber más por qué se eligió ese 
lugar, que es previo a todo lo demás. 


Eso no está; incluso, el propio título lo dice “Avances en el análisis de la localización”. 
Queremos saber por qué se determina que se debe instalar ahí. Esas son las grandes dudas y las 
explicaciones que tenemos que dar de por qué votamos. Cuando hablo de “nosotros” me refiero a 
todos los Senadores. 


SEÑOR MICHELINI.- Tiene razón el señor Senador. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Está hablando el señor Senador Viera, señores Senadores. 


SEÑOR VIERA.- Gracias, señor Presidente. Nos parece bien que se haga la convocatoria y, mientras 
tanto, vamos estudiando más el tema, intercambiando informalmente opiniones y haciendo consultas 
políticas y jurídicas. 


SEÑOR MICHELINI.- Estoy de acuerdo con lo que plantea el señor Senador Viera en cuanto a que no 
está convencido sobre la localización y que quiere más información. Pero si al final la mayoría habilita o 
votamos todos por unanimidad, no se puede decir que estamos pasando a todas las leyes por encima, 
porque ahí, el Poder Ejecutivo puede hacer cualquier cosa. Esa interpretación no resiste el análisis. 
Una vez que nos convencimos de que es lo correcto, que votó la Cámara de Senadores y la de 
Representantes por unanimidad, no se puede tener la teoría que habilita cualquier cosa y de cualquier 
manera, porque eso es una locura. 


SEÑOR PENADÉS.- La pregunta que hago, señor Presidente, es quién sostiene eso. Yo no lo 
sostengo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos. Se levanta la sesión. 


(Es la hora 15 y 47 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


